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RECURSO DE APELACIÓN.

EXPEDIENTE: TEEA-RAP-001/2022.

PROMOVENTE: MORENA.

AUTORIDAD RESPONSABLE: Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes.

MAGISTRADO PONENTE: Héctor Salvador Hernández Gallegos.

SECRETARIO DE ESTUDIO: David Antonio Chávez Rosales.

SECRETARIO JURÍDICO: Tomás Huizar Jiménez. 

Aguascalientes, Aguascalientes a veinte de enero de dos mil veintidós.

SENTENCIA DEFINITIVA, que confirma la resolución emitida por el Consejo General del Instituto Electoral identificado con la clave CG-R-01/22, mediante el cual atiente la solicitud de registro del convenio de la coalición denominada “VA POR AGUASCALIENTES”

GLOSARIO

	Promovente:
	MORENA.

	IEE:
	Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes.

	Tribunal Electoral:
	Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes.

	TEPJF:
	Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

	PAN:
	Partido Acción Nacional.

	PRI:
	Partido Revolucionario Institucional.

	PRD:
	Partido de la Revolución Democrática.

	Consejo General:
	Consejo General del Instituto Estatal Electoral.

	Código Electoral:
	Código Electoral del Estado de Aguascalientes.


[bookmark: _Toc69406586]


1.ANTECEDENTES[footnoteRef:1]. [1:  Todas las fechas corresponden al dos mil veintiuno salvo precisión en lo contrario.] 


De las constancias de autos y de las afirmaciones realizadas por las partes, se advierten los siguientes hechos relevantes.

1.1. Agenda Electoral. El seis de octubre de dos mil veintiuno, el Consejo General del IEE, emitió el acuerdo identificado con la clave CG-A-66/21 mediante el cual se aprobó la agenda electoral del proceso electoral local 2021-2022. 

1.2. Proceso Electoral 2021-2022. El siete de octubre de dos mil veintiuno, dio inicio el Proceso Electoral Local 2021-2022, para renovar la Gubernatura del Estado de Aguascalientes.

1.3. Convenio de coalición. El ocho de enero, el Consejo General del IEE, emitió el acuerdo CG-R-01/22, mediante el cual atendió la solicitud de manera conjunta del PAN, PRI y PRD, para el registro del Convenio de Coalición denominado “VA POR AGUASCALIENTES.”

1.4. Recurso de apelación. El doce de enero, el representante propietario de MORENA, ante el Consejo General del IEE, presentó un medio de impugnación en contra de la resolución precisada en el numeral anterior.

1.5. Recepción y turno. El diecisiete de enero, fue recibido ante la Oficialía de Partes de este Tribunal Electoral local el medio de impugnación; mismo que mediante acuerdo de la Magistrada Presidenta turnó en el día dieciocho del mismo mes y año, a la ponencia del Magistrado Héctor Salvador Hernández Gallegos.

1.6. Radicación. El diecinueve de enero, el Magistrado Instructor radicó el expediente a su ponencia.

1.7. Admisión y cierre de instrucción. En su oportunidad, el Magistrado instructor admitió el expediente la demanda.

[bookmark: _Toc69406587]2. CONSIDERANDOS. 

2.1 Competencia. Con fundamento en lo establecido en el artículo 17, apartado B, quinceavo párrafo de la Constitución Política del Estado de Aguascalientes; en relación con los artículos 297, fracción II, 335, fracción II, 336 y 337 del Código Electoral; este Tribunal Electoral, ejerce jurisdicción, y es competente para conocer y resolver el presente asunto por tratarse de un recurso de apelación promovido para controvertir una resolución dictada por el IEE.

2.2. Procedencia. El asunto en cuestión, cumple con los requisitos de procedencia previstos en los artículos 302 párrafo primero y 307 del Código Electoral del estado, además de que no se actualiza causal alguna de improcedencia prevista en el artículo 304 del citado ordenamiento, lo cual se atiende de manera previa y oficiosa al pronunciamiento del fondo del asunto.

2.3. Forma. La demanda se presentó por escrito ante la autoridad responsable, y en ésta se hizo constar el nombre y firma autógrafa de quien promueve, su domicilio para oír y recibir notificaciones, así como las personas autorizadas para ello; además, se identifica el acto impugnado y la autoridad responsable; se mencionan los hechos en que basa su impugnación, los agravios que, supuestamente, causan el acto controvertido, y los preceptos presuntamente violados.

2.4. Oportunidad. Se estima satisfecho este requisito, pues de las constancias que obran en autos, la actuación combatida fue emitida el ocho de enero, y el presente recurso se interpuso el doce del mismo mes, por lo que se acredita que el medio impugnativo se presentó dentro del plazo legal previsto en el artículo 301 del Código Electoral del Estado.

2.5. Legitimación y personería. Los requisitos que nos ocupan se satisfacen, ya que quien promueve, se ostenta como representante propietario del partido político MORENA ante el Consejo General del IEE, lo que resulta suficiente para tener por reconocida la legitimación con la que comparece.

2.6. Interés jurídico. Se cumple con tal requisito, pues la parte actora, en su calidad de representante partidista, combate actuaciones emanadas por el IEE.

Por tanto, se estima que el promovente tiene un interés directo para cuestionar el registro de coaliciones. Lo anterior, con independencia de que le asista o no la razón, toda vez que debe garantizarse que en la contienda se observen los principios de equidad y constitucionalidad, lo cual se lograría si los partidos cuestionados cumplen con los requisitos legales para el registro de su coalición.

Lo anterior, tiene sustento en el criterio jurisprudencial de rubro: “CONVENIO DE COALICIÓN. PUEDE SER IMPUGNADO POR UN PARTIDO POLÍTICO DISTINTO A LOS SIGNANTES CUANDO SE ADUZCA INCUMPLIMIENTO DE REQUISITOS LEGALES PARA SU REGISTRO”.

De ahí que, la parte recurrente pretende que este Tribunal restituya la posible vulneración al principio de equidad y constitucionalidad, este último en materia de registro de coaliciones.

[bookmark: _Toc69406588]2.7. Definitividad. Este requisito se encuentra colmado en el recurso objeto de resolución en este fallo, en los términos analizados anteriormente al estudiarse la procedencia del mismo; además de que, dentro del Código Electoral no se prevé medio de impugnación diverso por el que previamente se pueda combatir el acto que se impugna.

[bookmark: _Toc69406589]3. FIJACIÓN DEL ACTO COMBATIDO Y AGRAVIOS.

En cuanto a los agravios de quien promueve, y a fin de señalar de manera general los argumentos que hace valer, se hace una síntesis de los mismos, sin que ello constituya una transgresión a los principios de congruencia y exhaustividad, pues tales principios se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate derivados de la demanda o del escrito de expresión de agravios, se estudian y se les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis.

Entonces, es importante retomar lo que ha determinado la Sala de la SCJN en cuanto a la transcripción de los mismos, jurisprudencia número 2ª./J.58/2010, de rubro: CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN[footnoteRef:2].  [2: Jurisprudencia 2a./J. 58/2010. CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. Consultable en la URL:
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Clase=DetalleTesisBL&ID=164618&Semanario=0 ] 


Cabe señalar que de conformidad con la jurisprudencia 3/2000, de rubro: “AGRAVIOS. PARA TENERLOS POR DEBIDAMENTE CONFIGURADOS ES SUFICIENTE CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR[footnoteRef:3]” así como la diversa de rubro: “DEMANDA. ESTUDIO INTEGRAL PARA DESENTRAÑAR LA CAUSA DE PEDIR[footnoteRef:4]”, todos los razonamientos y expresiones que aparezcan en la demandas, constituyen un principio de agravio, con independencia de su presentación, formulación o construcción lógica, ya sea como silogismo o mediante cualquier fórmula deductiva o inductiva, por lo que basta que las partes actoras expresen con claridad la causa de pedir, precisando la lesión o agravio que les causan las resoluciones impugnadas y los motivos que originaron los agravios, para que, con base en ello se pueda advertir de manera plena lo realmente planteado.  [3:  Visible a fojas 117 a 118, del Volumen 1, de la citada Compilación de Jurisprudencia y Tesis en la Materia.]  [4:  Consultable en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo XXXIII, abril de 2011, página 1299.] 


3.1. Síntesis de los agravios.

Este Tribunal, en ejercicio de sus atribuciones, procede a analizar de manera íntegra el escrito de demanda, a efecto de identificar los agravios, con independencia de su ubicación; En ese tenor, es importante resaltar que, en apego a los derechos humanos de acceso a la jurisdicción y tutela judicial efectiva contenido en los artículos 17, párrafo segundo de la Constitución Federal; 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos y; 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos[footnoteRef:5], los jueces nacionales deben tomar medidas que faciliten que los planteamientos de los justiciables reciban un tratamiento tal, que otorguen la máxima protección posible de sus derechos, para lo cual, no debe atenderse únicamente a la literalidad de sus afirmaciones, sino al sentido integral de estas y, en el caso de que el marco jurídico lo permita, a considerarlos en la forma que más les favorezca. [5:  Artículo 17. (…) 
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.] 


Además, se tiene en cuenta que para la expresión de la inconformidad no es necesario que se emplee una determinada fórmula o se siga un silogismo; para tener configurados los agravios, basta con que se señale claramente la causa de pedir, como se razona en la Jurisprudencia 2/98 de la Sala Superior, de rubro: “AGRAVIOS. PUEDEN ENCONTRARSE EN CUALQUIER PARTE DEL ESCRITO INICIAL”

Así, en acatamiento al principio de economía procesal y, por no constituir un deber jurídico a cargo de este Tribunal su inclusión en el texto del presente fallo, se estima innecesario transcribir los agravios de quien impugna[footnoteRef:6] más cuando se tienen a la vista en el expediente para su debido análisis; no obstante, y con la finalidad de resolver con claridad el presente asunto, se realiza la síntesis correspondiente. [6:  Al respecto, es orientadora la jurisprudencia 58/2010 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro y texto siguientes: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer”.] 


Del análisis integral del escrito de demanda, este órgano jurisdiccional local advierte esencialmente la fijación los agravios vertidos, del cual se desprenden los elementos que se precisan enseguida:

· Se acusa de falta de legalidad del acuerdo que se combate, en consideración a que se incumplen requisitos legales en el registro de la coalición, pues el CG-R-01/22 fue aprobado en contravención a lo establecido en el Reglamento de Elecciones del INE, al convalidar un documento suscrito por un funcionario del PAN carente de facultades para la aprobación de la coalición.
· Se apunta que, -de acuerdo a las disposiciones normativas- para el registro de la coalición, los partidos políticos que pretendan coaligarse deberán acreditar que la coalición fue aprobada por el órgano de dirección nacional que establezcan los estatutos de cada uno de los partidos coaligados, lo que en caso -bajo la óptica del promovente- no aconteció. 
· Consecuentemente, se aduce que se actualiza el incumplimiento de las disposiciones legales atinentes al registro de la coalición “VA POR AGUASCALIENTES”.

3.2 Terceros interesados.

De las constancias que integran el sumario de mérito, se advierte que comparecen los CC. Javier Soto Reyes con el carácter de representante del PAN y, José Ángel Barrón Betancourt con el carácter de representante del Partido de la Revolución Democrática; quienes hacen diversas manifestaciones, mismas que a continuación se resumen:

· Invocan la improcedencia del medio impugnativo en consideración a que -desde su perspectiva- resulta evidentemente frívolo dado que no se advierte el suficiente soporte jurídico que acredite la respectiva procedencia del recurso que nos ocupa.

Además, apuntan que el recurrente no expone de manera clara cuáles son los motivos que le causan agravio; además de que en la demanda no se justifica de manera clara quien se supone que detenta las facultades para autorizar y suscribir el convenio de coalición.

Por otro lado, afirman que, según su normatividad interna, en casos urgentes y cuando no sea posible convocar al órgano respectivo, el PAN emitirá las providencias convenientes para la toma de decisiones correspondientes; lo cual implica una facultad delegada sustentada en la libertad de autodeterminación y autorregulación del mismo instituto político.

Por último, establecen que -contrario a lo manifestado por el promovente- sí se comunicó al IEE el cambio de integración del órgano directivo estatal en tiempo y forma, sin embargo, el portal oficial de internet del propio organismo electoral no se encontraba actualizado, por lo que califican como inoperante el agravio en cuestión.

Este Tribunal Electoral considera que debe reconocérseles el carácter de terceros interesados en el juicio que nos ocupa, ya que aducen un interés incompatible con el de la parte actora; además de que cumplen los requisitos de forma, oportunidad y legitimación e interés jurídico.

4. Precisión de los actos impugnados.

La autoridad responsable en lo que interesa en el presente medio impugnativo, resolvió en la actuación impugnada CG-R-01/22 lo siguiente:

“PRIMERO. Este Consejo General, es competente para emitir la presente resolución, de conformidad con lo establecido en los Considerandos que lo integran. 

SEGUNDO. Este Consejo General aprueba el convenio de coalición celebrado por los partidos políticos nacionales, Partido Acción Nacional, Partido Revolucionario Institucional y Partido de la Revolución Democrática para participar en el Proceso Electoral Local 2021-2022, bajo la denominación “VA POR AGUASCALIENTES”, en atención de los Considerandos que integran esta resolución.
…”

5. CUESTION JURÍDICA A RESOLVER.

En consideración a los puntos que anteceden, este Tribunal Electoral estima que la cuestión jurídica a resolver consiste en determinar lo siguiente:

· Determinar si en el convenio de la Coalición “VA POR AGUASCALIENTES”, el PAN se adhirió conforme a derecho; es decir, dilucidar si el convenio fue suscrito por el órgano partidista competente para ello.
· Establecer si el C. Francisco Javier Luévano Núñez, tiene acreditada -ante el Consejo General del IEE- la personalidad de Presidente del Comité Directivo Estatal del PAN en Aguascalientes.
· Resolver, si la dirigencia estatal del PAN tiene la capacidad de suscribir el convenio de coalición objeto del presente asunto.
· Concluir si la resolución CG-R-01/22 debe confirmarse, modificarse o revocarse en consideración a las cuestiones de legalidad que plantea el recurrente.

6. ESTUDIO DE FONDO.
6.1 Marco normativo de las Coaliciones.

El artículo 41, fracción I de la Constitución Federal, prevé que los partidos políticos son entidades de interés público y la ley determinará las formas específicas de su intervención en el proceso electoral; que dichos partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de la representación nacional y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio libre secreto y directo.

En dicho precepto se prevé un sistema electoral cuyo aspecto fundamental lo constituye la regulación de los actos de los partidos políticos como entidades de interés público, que tienen como finalidad principal hacer posible el acceso a los ciudadanos al ejercicio del poder público conformando la representación nacional.

Así, la libertad de asociación política garantiza la formación de asociaciones de diversas tendencias ideológicas que fortalecen la vida democrática del país.

Por su parte, el artículo 88 de la LGPP[footnoteRef:7] establece que los partidos políticos pueden formar coaliciones totales, parciales y flexibles, a su vez, en el artículo 89 de la misma Ley se dispone que, en todos los casos, para el registro de una coalición los partidos políticos que pretendan coaligarse deberán, entre otras cuestiones: [7:  Ley General de Partidos Políticos.] 


Acreditar que la coalición fue aprobada por el órgano de dirección nacional que establezcan los estatutos de cada uno de los partidos políticos coaligados y que dichos órganos expresamente aprobaron la plataforma electoral, y en su caso, el programa de gobierno de la coalición o de uno de los partidos coaligados.

Al respecto, el artículo 91 de la citada Ley, señala los requisitos que debe contener todo convenio de coalición que aspire a ser registrado; en tanto que el numeral 92 de ese ordenamiento refiere que la solicitud de registro del convenio de coalición, según sea el caso, deberá presentarse al presidente del Consejo General del Instituto Nacional Electoral o del Organismo Público Local, según la elección que lo motive, acompañado de la documentación pertinente.

Con relación a esto último, el Reglamento de Elecciones establece en su artículo 276, párrafos 1 y 2, precisamente, la documentación que se debe acompañar a toda solicitud de registro de convenio de coalición, a saber:

a)	Original del convenio de coalición en el cual conste la firma autógrafa de los presidentes de los partidos políticos integrantes o de sus órganos de dirección facultados para ello. En todo caso, se podrá presentar copia certificada por Notario Público;
b)	Convenio de coalición en formato digital con extensión .doc;
c)	Documentación que acredite que el órgano competente de cada partido político integrante de la coalición sesionó válidamente y aprobó:
I.	Participar en la coalición respectiva;
II.	La plataforma electoral, y
III.	Postular y registrar, como coalición, a los candidatos a los puestos de elección popular.
d)	Plataforma electoral de la coalición y, en su caso, el programa de gobierno que sostendrá el candidato a Presidente de la República, Gobernador o Presidente Municipal, en medio impreso y en formato digital con extensión .doc.

Ahora bien, el propio precepto reglamentario destaca en el numeral 2, la relevancia de presentación de la documentación enunciada en el inciso c) que antecede, pues exige que, para acreditarla, los partidos políticos integrantes de la coalición deberán proporcionar original o copia certificada de lo siguiente:

a)	Acta de la sesión celebrada por los órganos de dirección nacional, en caso de partidos políticos nacionales y estatal en caso de partidos políticos estatales, que cuenten con las facultades estatutarias, a fin de aprobar que el partido político contienda en coalición, anexando la convocatoria respectiva, orden del día, acta o minuta de la sesión, o en su caso, versión estenográfica y lista de asistencia, y ;

b).	En su caso, acta de la sesión del órgano competente del partido político, en el cual conste que se aprobó convocar a la instancia facultada para decidir la participación en una coalición, incluyendo convocatoria, orden del día, acta o minuta de la sesión, o en su caso, versión estenográfica y lista de asistencia, y

c).	Toda la información y elementos de convicción adicionales que permitan al Instituto o al Organismo Público Local verificar que la decisión partidaria de conformar una coalición fue adoptada de conformidad con los estatutos de cada partido político integrante.

Finalmente, el artículo 72, numeral 5 también define a la coalición parcial en sintonía con los preceptos aludidos, de igual manera en el artículo 73 se enumeran los requisitos que deberán satisfacerse para el registro de la coalición, de entre los que destaca el relativo a:

Acreditar que la coalición fue aprobada por el órgano de dirección partidista que establezcan los estatutos de cada uno de los partidos políticos coaligados y que dichos órganos expresamente aprobaron la plataforma electoral, y en su caso, el programa de gobierno de la coalición o de uno de los partidos coaligados.

6.2. Marco normativo estatutario.

Ahora bien, es conveniente precisar el marco normativo que regula la actuación del PAN, conforme a sus estatutos en relación con el órgano competente para aprobar la coalición.

De acuerdo con el artículo 38, fracción tercera de los Estatutos del PAN[footnoteRef:8], confiere expresamente a la Comisión Permanente la aprobación de coaliciones con otros partidos políticos, al referir lo siguiente:  [8:  Consultable en: 
https://almacenamientopan.blob.core.windows.net/pdfs/documentos/oAGFNgCdVEhmJ9eDDxD1wQ7Z2zht8t.pdf] 


Son facultades y deberes de la Comisión Permanente:
I. Formular y aprobar los reglamentos del Partido. En el caso de su propio Reglamento, el de Funcionamiento del Consejo Nacional y el de la Administración del Financiamiento del Partido, los presentará para su aprobación al Consejo Nacional;
II. Aprobar los programas de actividades de Acción Nacional;
III. Acordar la colaboración de Acción Nacional con otras organizaciones políticas nacionales y aceptar la colaboración o adhesión de otras agrupaciones, en los términos del artículo 3 de estos Estatutos, así como autorizar los acuerdos de coaliciones, alianzas o candidaturas comunes que se propongan en los ámbitos estatales y municipales para los procesos electorales locales, según lo establezcan las leyes correspondientes;

En defecto u omisión del procedimiento establecido en el párrafo anterior, supletoriamente podrá aprobar, de manera fundada y motivada, por la mayoría de dos terceras partes de los presentes, la autorización o suscripción de convenios locales de asociación electoral.

Artículo 64
Son funciones del Consejo Estatal:
i) Autorizar a la Comisión Permanente Estatal para suscribir convenios de asociación electoral con otros partidos
en elecciones locales, de conformidad con la legislación electoral correspondiente;
j) Aprobar la plataforma del Partido para las elecciones, previa consulta a la militancia a través de los órganos
municipales y ratificada por la Comisión Permanente Nacional. Los candidatos estarán obligados a aceptar y
difundir durante su campaña electoral, la plataforma aprobada; y
[bookmark: _Hlk93321418]
Atento al marco normativo precisado con antelación, podemos identificar que el órgano de dirección nacional del PAN autorizado para aprobar que el partido político contienda en coalición es la Comisión Permanente, quien puede delegar sus facultades al Consejo Estatal para el correcto funcionamiento del partido.

7. CASO CONCRETO.

7.1.1. El dirigente estatal del PAN, cuenta con la facultad de suscribir el convenio de coalición.

En el escrito inicial de demanda, la parte actora aduce que el acuerdo por el que se resuelve la solicitud del convenio de coalición “VA POR AGUASCALIENTES” vulnera el principio de legalidad, derivado de que fue aprobado en contravención a lo establecido en la normativa electoral, pues en este, se validó un documento suscrito por un funcionario partidista carente de facultades para la aprobación del mismo.

Por tanto, el impetrante afirma que, -de acuerdo a la normatividad aplicable- se debió acreditar que el registro de coalición fue aprobado por el órgano de dirección nacional que establezcan los estatutos de cada uno de los partidos políticos coaligados.

Del mismo modo, establece que el PAN violenta diversas disposiciones normativas, en consideración a que el órgano de este partido, -facultado para aprobar el convenio de coalición respectivo-, resultaba ser la Comisión Permanente; por tanto, el acto se encuentra afectado de nulidad.

Ahora bien, este Tribunal Electoral procede a efectuar un análisis de la facultad partidista, relativa a la competencia y atribución de acordar, autorizar y/o registrar la colaboración del PAN con otras agrupaciones políticas dentro de la propia ejecución de las etapas que comprenden los procesos electorales.

En este orden de ideas, se advierte que el artículo 38, fracción III de los estatutos del PAN, precisan que la Comisión Permanente, es la entidad facultada para acordar la colaboración del partido con otras organizaciones políticas y para autorizar los acuerdos de coaliciones que se propongan en los ámbitos estatales.

Además, el artículo 57, inciso j) del mismo ordenamiento partidista, establece que el Presidente del Comité Ejecutivo Nacional, es el titular de -entre otras entidades- la Comisión Permanente; y que en determinados casos, bajo su más estricta responsabilidad, cuenta con la facultad de tomar las providencias que juzgue convenientes para el Partido.

Así entonces, cabe precisar que, con base en la libertad auto configurativa del PAN, las providencias son resoluciones provisionales y obligatorias, -que en el caso- tienen la atribución delegatoria de facultades de decisión y/o autorización en cuanto a la suscripción de convenios de coalición.

Teniendo en cuenta lo anterior, consta en autos que el día veintinueve de diciembre del dos mil veintiuno, la Comisión Permanente del Consejo Nacional, aprobó el acuerdo mediante el cual autorizó al PAN en Aguascalientes, para celebrar convenios de asociación electoral con otras organizaciones políticas en el actual proceso electoral; así como para celebrar y suscribir el respectivo convenio de asociación y registrarlo ante la autoridad competente.

Luego, el treinta de diciembre del mismo año, el PAN emitió las providencias SG/488/2021[footnoteRef:9], mediante las cuales se aprobó el convenio de la coalición “VA POR AGUASCALIENTES”, y se autorizó a la Comisión Permanente Estatal del PAN en Aguascalientes, para celebrar y suscribir el convenio respectivo. [9:  Providencias ratificadas mediante el acuerdo CPN/SG/001/2022] 


Cabe precisar que -conforme a lo dispuesto en el Reglamento de los Órganos Estatales y Municipales del Partido Acción Nacional-, la Comisión Permanente Estatal, es presidida por el Presidente del Comité Directivo Estatal.

En esta consonancia, resulta dable estimar infundado el agravio del promovente, toda vez que, el presidente del Comité Directivo Estatal en conjunto con el Coordinador General Jurídico del CEN, representaron al PAN en el convenio de coalición, atendiendo las formalidades derivadas de la facultad delegatoria que le fue otorgada por la propia representación nacional del partido. 

Es decir, si bien la facultad originaria respecto al registro de la coalición corresponde al órgano nacional, queda plenamente acreditado conforme a las constancias que integran el sumario de mérito, que dicha facultad fue delegada de manera efectiva al organismo estatal respectivo.

En efecto, y al considerar que no existe prohibición alguna en las disposiciones normativas para que dichas facultades sean delegables; es que esta autoridad de justicia electoral estima que en la suscripción del convenio no existe alguna irregularidad que pudiera anular la validez del acto.

Es menester señalar que la libertad autorregulativa de los partidos políticos no es absoluta y en el caso que nos ocupa, se encuentra limitada, de entre otros, por el requisito relativo a que la participación en coalición sea autorizada por el órgano directivo nacional, en términos de los artículos 23, párrafo 1, inciso f); 40, párrafo 1, inciso a); 85, párrafo 6, y 89, párrafo 1, inciso a), de la Ley General de Partidos Políticos.

Al respecto, el Alto Tribunal ha establecido que, lo anterior, se trata de una medida razonable que limita el derecho de autodeterminación, porque, en ejercicio de su libertad configurativa, el Congreso eligió dejar la decisión de formar coaliciones “en manos del órgano de dirección nacional, como máxima autoridad dentro del partido, de acuerdo con los intereses y estrategias del propio instituto político…”

Sin embargo, al tratarse de una limitante al derecho de autoorganización, debe interpretarse de forma restrictiva y en la Ley únicamente se exige que el órgano directivo nacional apruebe la decisión de participar en coalición, sin que se establezca una prohibición para delegar esa atribución, por lo que la autoridad electoral no puede restringir más el derecho de autoorganización de lo que en la ley expresamente se restringe.

Por tanto, basta observar en cada caso la autorización de los órganos partidistas competentes de aprobar la coalición, aun cuando lo hagan en términos generales, dejando a otro órgano partidista que determine y concrete los pormenores de la alianza electoral respectiva.

Lo anterior, puesto que permanece en el derecho de autodeterminación y autoorganización de los partidos políticos, la decisión de permitir que el órgano de carácter ejecutivo pueda realizar el proceso de toma de decisiones a partir de una delegación de funciones o una autorización en términos generales, con base en la negociación política y con una estrategia más localizada a cada caso.

Este razonamiento fue sostenido por la máxima entidad jurisdiccional en la materia, en la resolución recaída en el expediente SUP-JDC-33/2021 Y ACUMULADOS.

Consecuentemente, en estima de este Tribunal Electoral, no existe ninguna irregularidad por parte del PAN en cuanto a la suscripción del convenio de coalición “VA POR AGUASCALIENTES”.

7.2.2. Francisco Javier Luevano Núñez, ostenta el cargo de Presidente del Comité Directivo Estatal del PAN de manera efectiva.

De la redacción del medio de impugnación que nos ocupa, se advierte que el impetrante aduce haber efectuado un análisis de las constancias presentadas por el PAN para acreditar su participación en la coalición “VA POR AGUASCALIENTES”; de las cuales observó que quien representó en este acto al partido político en mención, fue el C. Francisco Javier Luevano Núñez.

No obstante, asevera que el nombramiento del referido ciudadano no corresponde a la integración -que a su ver-, se encuentra declarada válida y legal en los archivos del IEE, en consideración a que en el acuerdo CG-R-71/21[footnoteRef:10], la persona a quien la autoridad responsable reconoce el carácter de Presidente del CDE del PAN, es al C. Gustavo Alberto Báez Leos. [10:  RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL, MEDIANTE LA CUAL SE ACREDITA AL PARTIDO POLÍTICO NACIONAL DENOMINADO “PARTIDO ACCIÓN NACIONAL” PARA PARTICIPAR EN EL PROCESO ELECTORAL LOCAL 2021-2022.] 


Por lo tanto, concluye que no se acredita que el PAN hubiera efectuado las modificaciones necesarias en la integración de su Comité Directivo Estatal, y que a su vez estas se hubieran hecho del conocimiento del IEE para que surtiera efectos una vez que se declarara la procedencia legal del referido cargo. 

En este orden de ideas, cabe precisar que el acuerdo que invoca el promovente, corresponde a la resolución mediante la cual se acredita al PAN para participar en el proceso electoral 2021-2022; mismo que recayó derivado de la solicitud que presentó el partido a través de quien en ese momento ostentaba la dirigencia estatal.

Por lo que, ante cualquier cambio posterior en la integración del órgano de dirección, lo conducente era efectuar el mecanismo establecido en las disposiciones normativas relativo a informar la modificación en cuestión al Instituto Estatal Electoral, sin que esto aparejadamente ocasionara que se tuvieran que rectificar las actuaciones previamente validadas conforme a derecho.

Así las cosas, y contrario a lo que establece en el medio impugnativo, este Tribunal Electoral advierte que en las constancias que integran el expediente objeto del presente asunto, si existen las documentales suficientes para acreditar que el C. Francisco Javier Luevano Núñez ostenta efectivamente el carácter de Presidente del Comité Directivo Estatal del PAN.

Lo anterior, en consideración a que se desprende de autos la siguiente documentación:

a) Oficio de fecha tres de diciembre de dos mil veintiuno[footnoteRef:11], suscrito por el representante propietario del PAN, mediante el cual se informa al IEE, que el Comité Ejecutivo Nacional del PAN ratificó la elección de quienes integran el Comité Directivo Estatal; señalando expresamente que el C. Francisco Javier Luevano Núñez ostenta actualmente el cargo de la Presidencia del referido comité. [11:  Presentado el siete de diciembre de dos mil veintiuno en la oficialía de partes del IEE.] 


b)  Oficio presentado en el IEE, el catorce de diciembre del dos mil veintiuno, identificado con la clave alfa numérica SG/005/2021, mediante el cual, el C. Francisco Javier Luevano Núñez informa a la titularidad del IEE la renovación de la dirigencia del PAN.

Entonces, hasta este punto, esta autoridad jurisdiccional considera que se satisface de manera efectiva lo dispuesto por el artículo 25 del Código Electoral del Estado de Aguascalientes[footnoteRef:12], en relación con el diverso 25 de la Ley General de Partidos Políticos[footnoteRef:13] en cuanto a la obligación que tienen los partidos de comunicar al Instituto, los cambios de integrantes de sus órganos directivos. [12:  ARTÍCULO 25.- Son obligaciones de los partidos políticos en el Estado, además de las establecidas en el artículo 25 de la LGPP, las siguientes:]  [13:  Artículo 25.
1. Son obligaciones de los partidos políticos: 
l) Comunicar al Instituto o a los Organismos Públicos Locales, según corresponda, cualquier modificación a sus documentos básicos, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que se tome el acuerdo correspondiente por el partido político. Las modificaciones no surtirán efectos hasta que el Consejo General del Instituto declare la procedencia constitucional y legal de las mismas. La resolución deberá dictarse en un plazo que no exceda de 30 días naturales contados a partir de la presentación de la documentación correspondiente, así como los cambios de los integrantes de sus órganos directivos y de su domicilio social, en términos de las disposiciones aplicables;] 


Por lo tanto, al margen de lo que precisa el recurrente en su escrito, queda plenamente acreditado que el PAN efectuó las modificaciones en la integración del Comité Directivo Estatal conforme a derecho; por lo que este organismo jurisdiccional, califica infundado el agravio trasunto, en consideración a que la manifestación de la parte actora parte de la construcción de una lógica errónea.

Por lo anteriormente expuesto, y en consideración a que no se acreditan las irregularidades hechas valer por el accionante, lo conducente es confirmar el acuerdo impugnado.

[bookmark: _Toc69406592]8. RESOLUTIVOS

ÚNICO. – Se confirma la resolución CG-R-01/22[footnoteRef:14] emitida por el Consejo General del Instituto Estatal Electoral. [14:  RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL, MEDIANTE LA CUAL ATIENDE LA SOLICITUD DE REGISTRO DEL COVNENIO DE LA COALICIÓN DENOMINADA “VA POR AGUASCALIENTES” CELEBRADO POR LOS PARTIDOS POLITICOS, PARTIDO ACCION NACIONAL, PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL Y PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRATICA, PARA EL PROCESO ELECTORAL 2020-2021.] 


NOTIFÍQUESE como en derecho corresponda y en su oportunidad archívese el presente expediente como asunto concluido. 

Así lo resolvió el Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, por unanimidad de votos de las Magistradas y el Magistrado que lo integran, ante el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.  

	MAGISTRADA PRESIDENTA
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